Consulta Incidente Desacato
Accionante: GERMÁN SANCLEMENTE PINEDA
vs FIDUPREVISORA S.A. y otro
Rad: 66001310500120241013802

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
INCIDENTE DE DESACATO / DEBIDO PROCESO / NULIDAD PROCESAL

INCIDENTE DE DESACATO – La ausencia de notificación de los requirimientos al sancionado genera nulidad.

… Al realizar el control de legalidad se encuentra que el juzgado notificó los requerimientos a los correos: tutelas_fomag@fiduprevisora.com.co; procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co y a notjuidicial@fiduprevisora.com.co último correo al cual no se pudo entregar el mensaje por ser una “dirección desconocida”, pues al parecer se escribió erradamente la palabra “judicial”…. A pesar de lo anterior, lo que genera la nulidad en el trámite incidental es la omisión del juzgado de notificar los requerimientos al doctor CARLOS GILDARDO CORTES ACUÑA que, según el informe allegado el 17 de diciembre de 2024 (anexo4) el correo personal institucional es: ccortes@fiduprevisora.com.co.

En ese sentido, se hace necesario declarar la nulidad de todo lo actuado, a partir del auto del 12 de diciembre de 2024, a través del cual se requirió al doctor CARLOS GILDARDO CORTES ACUÑA, inclusive, manteniendo la validez de las pruebas recaudadas durante el trámite incidental.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN LABORAL

M.P. DR. GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO

Pereira, diez (10) de febrero de dos mil veinticinco (2025)

	ASUNTO:
	CONSULTA INCIDENTE DESACATO

	ACCIONANTE:
	GERMÁN SANCLEMENTE PINEDA

	ACCIONADO:
	-FIDUPREVISOA S.A. y 
-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO - FOMAG

	RADICADO:
	66001310500120241013802

	DECISIÓN:
	Declara Nulidad - Indebida notificación



AUTO INTERLOCUTORIO Nº 24
Corresponde a esta Sala de Decisión pronunciarse sobre la consulta del auto interlocutorio del 06 de febrero de 2025, proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, mediante el cual declaró el desacato al fallo de tutela dictado 05 de septiembre de 2024, y en contra del doctor Carlos Giraldo Cortez Acuña en calidad de Director de Prestaciones Económicas y el doctor Camilo Andrés Barrera Sánchez en calidad de vicepresidente del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio.
I. ANTECEDENTES

A través escrito radicado el 11 de diciembre de 2024, el señor GERMÁN SANCLEMENTE PINEDA interpuso incidente de desacato por el incumplimiento a la orden de tutela dictada el 05 de septiembre de 2024, confirmada en segunda instancia el 08 de octubre de 2024, mediante la cual se concedió lo siguiente: 
“PRIMERO: TUTELAR el derecho de fundamental de petición del señor GERMÁN SANCLEMENTE PINEDA (…) TERCERO: ORDENAR a la FIDUPREVISORA como administradora de los recursos del FOMAG a través de CARLOS GIRALDO en su calidad de DIRECTOR DE PRESTACIONES ECONÓMICAS o quien haga sus veces, para que en el término de cinco (5) días hábiles siguientes al fallo de tutela proceda a remitir respuesta a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE PEREIRA respecto a la solicitud radicada por el actor el 17 de julio de 2023 y remitido el expediente por el ente Territorial al FOMAG el 22 de julio de 2024, sin perjuicio de que, de acreditarse todos los requisitos con la radicación de la petición, la entidad proceda a realizar el respectivo estudio de la liquidación y remita nuevamente a la Secretaría de Educación, bien sea en estado aprobado o negado, en acatamiento del fallo judicial. Para el efecto, deberá informar a este Despacho las gestiones realizadas para ejecutar esta orden.”
Señaló que, desde la emisión del fallo y a la fecha la entidad no ha expedido la resolución que resuelva el fondo de la solicitud pensional. (anexo01)
Trámite de Primera Instancia
1. Por medio del auto 12 de diciembre de 2024, la jueza requirió al doctor CARLOS CORTES ACUÑA en calidad de Director de Prestaciones Económicas de la FIDUPREVISORA S.A. vocera del FOMAG para que cumpla la orden de tutela del 18 de octubre 2024. Asimismo, solicitó información sobre el nombre y cargo del superior jerárquico. (anexo2)

2. En respuesta del 17 de diciembre de 2024, la FIDUPREVISORA S.A. en calidad de vocera del FOMAG confirmó que el encargado de cumplir la orden es el doctor CARLOS CORTES ACUÑA en calidad de Director de Prestaciones Económicas (ccortes@fiduprevisora.com.co) y que el caso del señor GERMÁN SANCLEMENTE PINEDA se encuentra en etapa “Generando el acto administrativo” el cual está en estudio de validación del FOMAG. Luego de ello, se remite nuevamente a la Secretaría de Educación quién es la responsable de emitir el acto. Conforme a ello, solicitó abstenerse de abrir el trámite incidental en su contra. Finalmente, informó que el superior jerárquico del responsable es el doctor CAMILO ANDRÉS BARRERA SÁNCHEZ como Vicepresidente Fondo de Prestaciones del Magisterio Encargado (tutelas_fomag@fiduprevisora.com.co). (anexo4)
3. El 16 de enero de 2025, el juzgado requirió al doctor CAMILO ANDRÉS BARRERA SÁNCHEZ como Vicepresidente Fondo de Prestaciones del Magisterio Encargado para hacer cumplir el fallo de tutela e inicie el correspondiente proceso disciplinario contra el funcionario remiso. (anexo5)
4. El 30 de enero de 2025, el Juzgado dio apertura del incidente contra los funcionarios de la FIDUPREVISORA, argumentando que la entidad no había dado respuesta al requerimiento y las órdenes constitucionales seguían sin cumplirse. De modo que, corrió traslado a los requeridos para que ejercieran su derecho a la defensa y allegaran las pruebas pertinentes. (anexo07)
5. Ante el silencio de los requeridos, el 06 de febrero, el juzgado declaró en desacato e impuso una multa de dos (2) salarios mínimos y un (1) día de arresto, para cada uno de los funcionarios. (anexo9)
Esta Sala a fin de resolver la presente consulta se permite hacer las siguientes;

CONSIDERACIONES
El desacato es uno de los mecanismos con que cuentan los ciudadanos, para hacer cumplir las sentencias proferidas en ejercicio de la Acción Constitucional de Tutela. Tal mecanismo está consagrado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 y consiste en imponer arresto hasta por seis (6) meses y multa hasta 20 salarios mínimos mensuales.

El objeto del desacato es aplicar las referidas sanciones a quien desatienda las órdenes o resoluciones judiciales dictadas en el trámite de la acción de tutela, una vez verificado el incumpliendo de las órdenes impartidas por la autoridad judicial.

La Jurisprudencia al fijar su alcance ha precisado:

“...En primer lugar, resalta la Corte que el artículo 52, ...se refiere a una conducta denominada por el legislador “desacato”, que consiste en incumplir cualquier orden proferida por el juez con base en las facultades que se le otorgan dentro del trámite de la acción de tutela y con ocasión de la misma. La facultad del juez de imponer la sanción por el incumplimiento de tal orden, debe entenderse inmersa dentro del contexto de sus poderes disciplinarios, asimilables a los que le concede al juez civil el numeral 2° del artículo 39 del Código de Procedimiento Civil..” (C. Const., S. Plena, Sent. C-243, mayo 30/96 M. P. Vladimiro Naranjo Mesa).

A su vez, el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 prescribe el procedimiento que debe imprimírsele al incidente de desacato, así:

“Proferido el fallo que concede la tutela, la autoridad responsable del agravio deberá cumplirlo sin demora. Si no lo hiciere dentro de las 48 horas siguientes, el juez se dirigirá al superior responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento disciplinario contra aquel. Pasadas otras 48 horas ordenará abrir proceso contra el superior que no hubiere procedido conforme a lo ordenado y adoptará directamente todas las medidas para el cabal cumplimiento del mismo. 

El juez podrá sancionar por desacato al responsable y al superior hasta que cumplan su sentencia. Lo anterior sin perjuicio de la responsabilidad penal del funcionario en cada caso.

En todo caso, el juez establecerá los demás efectos del fallo para el caso concreto y mantendrá la competencia hasta que esté completamente restablecido el derecho o eliminadas las causas de la amenaza”.

En este orden de ideas, se tiene que el objeto de la figura jurídica del desacato es garantizar la efectividad del amparo concedido en un fallo de tutela, y para su verificación basta comparar si la orden prescrita ha sido cumplida o no dentro del plazo señalado.
Sin embargo, cuando se trata de imponer las consecuencias legales sancionadoras del desacato, es menester establecer la responsabilidad subjetiva del agente, es decir, si el obligado que no acató la orden judicial obró con negligencia, imprudencia, dolo o movido por circunstancias ajenas a él, ya que no es posible imponer la sanción de manera automática, con la sola evidencia del incumplimiento y este examen de la conducta subjetiva es predicable respecto de la persona natural obligada a cumplir con la decisión de tutela.
CASO CONCRETO
Sería el caso resolver el fondo del asunto sino fuera porque se evidencia una inconsistencia causal de nulidad relacionada con los correos de notificación de los funcionarios en cargados de cumplir la orden de tutela.

Al realizar el control de legalidad se encuentra que el juzgado notificó los requerimientos a los correos: tutelas_fomag@fiduprevisora.com.co; procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co y a notjuidicial@fiduprevisora.com.co último correo al cual no se pudo entregar el mensaje por ser una “dirección desconocida”, pues al parecer se escribió erradamente la palabra “judicial”.

A pesar de lo anterior, lo que genera la nulidad en el trámite incidental es la omisión del juzgado de notificar los requerimientos al doctor CARLOS GILDARDO CORTES ACUÑA que, según el informe allegado el 17 de diciembre de 2024 (anexo4) el correo personal institucional es: ccortes@fiduprevisora.com.co.

Aquí es oportuno recordar que para declarar el eventual incumplimiento de una sentencia de tutela e imponer una sanción, el juez durante el trámite incidental debe garantizar el debido proceso a todas y cada una de las partes encargadas del acatamiento y concederles la oportunidad de ejercer sus derechos de defensa y contradicción. Para ello, es imperioso que se efectúe una notificación adecuada al correo electrónico que es un medio eficaz para un trámite incidental, cuando se tiene certeza de que pertenece al funcionario llamado a responder. (STL12548-2024) 
En ese sentido, se hace necesario declarar la nulidad de todo lo actuado, a partir del auto del 12 de diciembre de 2024, a través del cual se requirió al doctor CARLOS GILDARDO CORTES ACUÑA, inclusive, manteniendo la validez de las pruebas recaudadas durante el trámite incidental. 
Así las cosas, se devolverá el expediente al Juzgado de primera instancia para que corrija la actuación y subsane las deficiencias aquí puestas de manifiesto.

En mérito de lo expuesto, el Despacho 03 de la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD de todo lo actuado, a partir del auto del 12 de diciembre de 2024, inclusive, proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dejando a salvo las pruebas que reposan en el plenario.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta decisión al Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira y a las partes, por el medio más expedito.
TERCERO: DEVOLVER las diligencias a ese despacho judicial para que rehaga el trámite, observando lo dicho en la parte motiva de esta providencia.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO
Magistrado
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